“BBVA Banco Francés S.A. c/ GCBA s/ otras causas con trámite directo ante la Cámara de Apelaciones”
Fallo:

En la Ciudad de Buenos Aires, a los 26 días del mes de abril de dos mil once, se reúnen en Acuerdo los Señores Jueces de la Sala II de la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Dres. Nélida Mabel Daniele y Esteban Centanaro, para conocer en los autos enunciados en el epígrafe y habiéndose practicado el sorteo pertinente resulta que debe observarse el siguiente orden: Dra. Nélida Mabel Daniele y Dr. Esteban Centanaro, resolviendo plantear y votar la siguiente cuestión: ¿es justa la decisión apelada? A la cuestión planteada la Dra. Nélida Mabel Daniele dijo: 

Antecedentes: 

1. Las presentes actuaciones se iniciaron con la denuncia efectuada por el Sr. Orlando Dario Rodriguez contra BBVA Banco Francés SA (en adelante BBVA), en su carácter de titular de la caja de ahorro en pesos Nº . y de bonos de tesorería del Estado Nacional, por el aumento unilateral en los cargos de mantenimiento de la cuenta mencionada y por el cobro indebido del cargo de custodia de los bonos, cuando luego del default -manifestó- que se le había informado que no se iba a cobrar más (v. fs. 2). Por tal motivó, decidió renunciar a la custodia que prestaba la entidad sobre sus títulos. Adjuntó como prueba, copias de los resúmenes de sus cuentas (v. fs. 3/69) y de los reclamos presentados en la entidad (v. fs. 70/78), los que según expresó nunca tuvieron una respuesta. 

2. A fs. 84, la Dirección Jurídica mencionada intimó a la entidad bancaria a que acompañe copia auténtica de los contratos suscriptos con la denunciante, sin embargo, a pesar de que había sido debidamente notificada, no cumplió (v. fs. 86). 

3. A fs. 86, se imputó al BBVA la presunta infracción al artículo 19 
 de la ley 24.240, ya que:"... habría modificado unilateralmente y sin previa conformidad del cliente, el costo de la comisión por mantenimiento de la caja de ahorro en pesos, incrementando en varias oportunidades el valor de la misma (de pesos dos hasta llegar al valor de diez pesos). Asimismo, la denunciada no habría prestado el servicio conforme fue convenido, toda vez que ante la renuncia por el denunciante, la denunciada habría continuado debitando los cargos por mantenimiento de la cuenta custodia...". Por ello, fue intimada a presentar descargo, circunstancia cumplida según constancia de fs. 88/93, en la que también ofreció prueba (obrante a fs. 40/52 vta.). 

4. Seguidamente, a fs. 155/157 vta., la Dirección General de Defensa y Protección al Consumidor resolvió -mediante la Disposición Nº 3470-DGDyPC-2008- la imposición de una multa de cinco mil pesos ($5.000) a BBVA por infracción al art. 19 de la Ley 24.240, más la publicación de la sanción condenatoria en el diario La Nación. Para así decidir, sostuvo -en primer lugar- que si bien de las Reglamentaciones y Condiciones Generales, presentadas por la denunciada, surgía la posibilidad de modificar unilateralmente las condiciones contractuales, no fue acreditado que fuera lo que había recibido el consumidor ya que no se encontraba suscripto por él (v. fs. 155 vta.). En consecuencia, entendió que la modificación de la comisión de mantenimiento de caja de ahorro, configuraba un incumplimiento a las condiciones convenidas, en infracción al art. 19 de la Ley de Defensa del Consumidor. Por otro lado, reiteró lo resuelto en situaciones análogas, respecto a que "... informar a los consumidores a través de los resúmenes, no demuestra la existencia de consentimiento libre y explícito que se requiere al consumidor" (v. fs. 156). En cuanto a la imputación a la sumariada de haber continuado debitando los cargos por mantenimiento de la cuenta custodia, con posterioridad a que el consumidor le comunicara su voluntad de renunciar, resaltó que en el resumen de fs.37 surgía un reclamo por cargos devengados más de 6 meses después de que el consumidor comunicara su voluntad de renunciar a la custodia (v. fs. 156). Por último, a los efectos de determinar el quantum de la multa, tuvo en cuenta las características del servicio, la posición en el mercado del infractor y los inconvenientes y perjuicios causados que en definitiva fueron consecuencia de la conducta infractora y el riesgo de generalización de este tipo de infracciones y lo dispuesto en el inc. b) del art. 47 
 de la ley 24240. 

5. Corrido el pertinente traslado, a fs. 1/10 del expediente judicial, la actora dedujo recurso directo, en los términos de los artículos 45 
 de la ley Nº 24.240, 11 
 de la ley Nº 757 y 465 
CCAyT contra la Disposición Nº 3470-DGDYPC-2008. En primer lugar, afirmó que la cédula de notificación por medio de la cual se le notificó la multa no cumplió con lo previsto en el art. 60 
 de la LPACABA y el art. 465 CCAyT, ya que debió indicar que el recurso se interponía directamente ante la Cámara, y el plazo en el que debía ser presentado. Agregó, que la cédula tampoco había transcripto la disposición 3470/2008, ni la acompañó como copia, por lo que se vio obligado a concurrir a tomar vista del expediente, atentando con ello con el deber de notificar en forma adecuada y fehaciente (v. fs. 1 vta./2). Seguidamente, entendió que la resolución era confusa e inducía a error por lo que se sintió agraviado por no contener información correcta y veraz, toda vez que, por un lado, hablaba de una plazo de 10 días para abonar la multa, y por el otro, le daba la posibilidad de acogerse, dentro del término para recurrir la decisión, al beneficio del pago voluntario del 50% de la multa (v. fs.2 y vta.). En cuanto a la imputación relativa al costo de comisión por mantenimiento de la caja de ahorro en pesos, insistió con que "[e]l Banco notificó previamente el cambio de costo de la comisión de mantenimiento de las cuentas, con la debida anticipación (...) en los resúmenes de cuenta, medio de comunicación establecido por la circular: OPASI II del BCRA, para este tipo de cuentas" (v. fs. 2 vta.). Asimismo, consideró que si la Dirección tenía dudas sobre la veracidad de las condiciones de vinculación aportadas por su parte, debió haberle solicitado al consumidor que presentare las condiciones que tenía en su poder, ya que -asegura- le habían sido entregadas y aceptadas, para luego compararlas (v. fs. 4 vta.). Aclaró, a su vez, que las comisiones por mantenimiento de cuenta como el cargo de la cuenta custodia habían sido sólo devengadas pero no percibidas por la entidad (v. fs. 4 vta.), ya que "... el cliente no tenía saldo en su caja de ahorros..." (v. fs. 6). Por último, se agravió por la multa impuesta, ya que consideró que no había sido objeto de graduación y que la Dirección se había limitado a transcribir y copiar jurisprudencia (v. fs. 7). A su vez, se quejó por haber sido declarada reincidente, ya que los expedientes mencionados por la Dirección -expresó- se encontraban prescriptos (v. fs. 8). Agregó, en este sentido, que la multa no estaba justificada, graduada ni motivada (v. fs. 8 vta./9 y vta.). 

6. Corrido el pertinente traslado, a fs. 97/105 vta. del expediente judicial, contestó agravios la Procuración General de la Ciudad de Buenos Aires y a fs 106 -previo sorteo y estudio- pasaron los presentes al acuerdo. 

CONSIDERANDO: 

7. Es pertinente recordar que los jueces no están obligados a pronunciarse sobre todos los argumentos esgrimidos por las partes, ni a hacer referencia a la totalidad de las pruebas producidas, bastando que valoren las que sean conducentes para la correcta composición del litigio (conf. art. 310 CCAyT y doctrina de Fallos 272:225; 274: 486; 276: 132 y 287: 230, entre otros). 

8. Con carácter preliminar debo aclarar que la ley 24.240, de defensa y protección del consumidor, ha sido reformada por la ley 26.631 
, cuya aplicación no sería plausible atento al momento en que se desarrollaron los presentes (2005), por imposición del principio de irretroactividad de la ley. 

9. Establecido ello, y antes de entrar en el análisis de los agravios planteados por la sumariada, es necesario establecer el marco normativo que nos servirá de parámetro para la resolución del presente. La Ley de Defensa del Consumidor reza en su art. 3 en cuanto a la interpretación que: "las disposiciones de esta ley se integran con las normas generales y especiales aplicables a las relaciones jurídicas antes definidas, en particular las de Defensa de la Competencia y de Lealtad Comercial. En caso de duda, se estará siempre a la interpretación más favorable para el consumidor". También la doctrina es conteste con lo detallado al sostener que la protección del consumidor tiene su eje en la Constitución Nacional y en la Ley de Defensa del Consumidor, con su decreto reglamentario 1798/94 
, aunque ello no significa que la cuestión se agote allí. Precisamente y con la finalidad de otorgar una protección mayor a la parte débil, podemos inferir que la normativa del consumidor, no es solamente lo reglado por la ley 24.240, sino que está integrada también por todas aquellas normas que resulten aplicables a la relación jurídica de consumo (J. Wajntraub, Protección Jurídica del Consumidor, Buenos Aires, Ed. Depalma, pp. 43-44). Considerando lo expuesto, es necesario aclarar que a su vez, la Constitución Nacional prevé que "Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno.Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios" (Art. 42 CN, 1º y 2º párrafo 
). Y, por su parte, la Constitución local disp one en el capítulo decimoquinto dedicado a los consumidores y usuarios que "[l]a Ciudad garantiza la defensa de los consumidores y usuarios de bienes y servicios, en su relación de consumo, contra la distorsión de los mercados y el control de los monopolios que los afecten. Protege la salud, la seguridad y el patrimonio de los consumidores y usuarios, asegurándoles trato equitativo, libertad de elección y el acceso a la información transparente, adecuada, veraz y oportuna, y sanciona los mensajes publicitarios que distorsionen su voluntad de compra mediante técnicas que la ley determine como inadecuadas" (art. 46 CCABA, 1º y 2º párrafo 
). El art. 19 de la ley de Defensa al Consumidor y por el cual ha sido sancionada la sumariada, establece que: "[q]uienes presten servicios de cualquier naturaleza están obligados a respetar los términos, plazos, condiciones, modalidades, reservas y demás circunstancias conforme a las cuales hayan sido ofrecidos, publicitados o convenidos". 

10. En cuanto al primero de los agravios planteados por la recurrente, en torno a que la cédula de notificación por medio de la cual se le notificó la multa no cumplía adecuadamente con lo previsto en el art. 60 de la LPACABA y el art. 465 CCAyT, ya que debió haber indicado que el recurso se interponía directamente ante la Cámara, y el plazo en el que debía ser presentado, entiendo que si bien es cierto que en el cuerpo de la cédula obrante a fs.158 del expediente administrativo, no se especificó el plazo en el que debía articularse el recurso, no puede dejarse de tener en cuenta que la sumariada lo ha presentado en término, por lo que la falta de su mención no le causó un agravio concreto. Que no se le informó que el recurso debía presentarse directamente ante la Cámara, es falso, toda vez que de la cédula surge que ha sido informado, al haber sido transcripto el siguiente párrafo del art. 11 de la ley 757: "Resolución y Recursos: (...) Toda resolución condenatoria es impugnable mediante recurso directo ante la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires" (v. fs. 158). También es falso, que no se le haya acompañado la copia de la disposición 3470/2008, ya que surge de la cédula que se adjuntaba copia de la misma (v. fs. 158). En este sentido, y tomando el comentario llevado a cabo por el Dr. Carlos Fenochietto al art. 149 de Código Procesal Civil (ver com. en: Carlos Eduardo Fenochietto, Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, Tomo I, Buenos Aires, Ed. Astrea, 2001, pp. 528/9), el que puede aplicarse análogamente al presente, no será admisible la sanción de nulidad de la notificación, entre otras causales cuando: el vicio es convalidado con presentaciones posteriores en las actuaciones, no haber alegado la parte un perjuicio concreto en procura de su subsanación y no haber planteado ante la misma instancia la irregularidad que alega. En el caso bajo examen, la posterior presentación -en término- del recurso ante esta Cámara, no han hecho más que revalidar lo actuado por la Administración al respecto y demostrar que la falta de especificación del plazo no le causó un agravio concreto. En este sentido, resulta necesaria destacar que no es posible decretar una nulidad por la nulidad misma, por lo que la queja incoada al respecto debe ser, sin más, rechazada. 

11.Luego, la recurrente, consideró que la resolución era confusa e inducía a error, toda vez que, por un lado, hablaba de una plazo de 10 días para abonar la multa, y por el otro, le daba la posibilidad de acogerse, dentro del término para recurrir la decisión, al beneficio del pago voluntario del 50% de la multa, conforme el art. 15 del Anexo I del Decreto Nº 17-GCBA-2003 (v. fs. 2 y vta.), lo que le generó -al haberse omitido indicar el plazo para interponer el recurso- imposibilidad de conocer con exactitud cual era el término para acogerse al pago voluntario (v. fs. 2 vta.). Ello así, teniendo en cuenta lo desarrollado en el considerando anterior, y ante la falta de agravio concreto -ya que, en ningún momento la recurrente probó ni siquiera alego, haber tenido la intención de acogerse al régimen del pago voluntario de la multa-, entiendo que también debe rechazarse este agravio. 

12. Por otro lado, insistió con que "[e]l Banco notificó previamente el cambio de costo de la comisión de mantenimiento de las cuentas, con la debida anticipación (...) en los resúmenes de cuenta, medio de comunicación establecido por la circular: OPASI II del BCRA, para este tipo de cuentas" (v. fs. 2 vta.). En este sentido, resulta necesario señalar que el Capítulo IX "Del Resumen" de la ley nº 25.065 
 dispone, en su artículo nº 22, que "[e]l emisor deberá confeccionar y enviar mensualmente un resumen detallado de las operaciones realizadas por el titular o sus autorizados." Como se desprende de la norma, el objeto de ese documento es detallar las operaciones que realizó el consumidor y sus costos. Ratifica dicho temperamento que el artículo 23 
 de la ley nº 25.065, ciñe el contenido del resumen de cuenta a los siguientes puntos, a saber:a) Identificación del emisor, de la entidad bancaria, comercial o financiera que opere en su nombre, b) Identificación del titular y los titulares adicionales, adherentes, usuarios o autorizados por el titular, c) Fecha de cierre contable del resumen actual y del cierre posterior, d) Fecha en que se realizó cada operación, e) Número de identificación de la constancia con que se instrumentó la operación, f) Identificación del proveedor, g) Importe de cada operación, h) Fecha de vencimiento del pago actual, anterior y posterior, i) Límite de compra otorgado al titular o a sus autorizados adicionales, j) Monto hasta el cual el emisor otorga crédito, k) Tasa de interés compensatorio o financiero pactado que el emisor aplica al crédito, compra o servicio contratado, l) Fecha a partir de la cual se aplica el interés compensatorio o financiero, m) Tasa de interés punitorio pactado sobre saldos impagos y fecha desde la cual se aplica, n) Monto del pago mínimo que excluye la aplicación de intereses punitorios, ñ) Monto adeudado por el o los períodos anteriores, con especificación de la clase y monto de los intereses devengados con expresa prohibición de la capitalización de los intereses, o) Plazo para cuestionar el resumen en lugar visible y caracteres destacados, p) Monto y concepto detallados de todos los gastos a cargo del titular, excluidas las operaciones realizadas por éste y autorizadas. Como es claro, la creación de nuevos cargos o la modificación de los existentes, al implicar una alteración esencial del contrato, exige que se informe detallada y pormenorizadamente los alcances de ello, para que el consumidor pueda optar, con un conocimiento pleno, sobre su aceptación o rechazo. 

12.1 Debe tenerse en cuenta lo establecido en el Anexo III de la resolución 9/2004 
 de la Secretaría de Coordinación Técnica dependiente del Ministerio de Economía y Producción, en donde se expresa que:" En los contratos de consumo que tengan por objeto la prestación de servicios financieros y/o bancarios, serán consideradas abusivas las cláusulas que: a) Otorguen al proveedor la facultad de modificar unilateralmente el contrato, excepto en relación con los que se hubieran celebrado por tiempo indeterminado y que, además, reúnan los siguientes requisitos: I. Los eventuales cambios se hallaren expresamente previstos en el contrato. II. El cambio no altere el objeto del contrato o pudiere importar un desmedro respecto de los servicios comprometidos al momento de contratar. III. Se determinen criterios y/o parámetros objetivos dentro de los cuales la modificación pueda producirse y siempre que los mismos no autoricen cambios que afecten el equilibrio en la relación entre las partes. IV Se encuentre prevista la notificación del cambio al usuario, con antelación no inferior a SESENTA (60) días de la entrada en vigencia del cambio, y se prevea que el consumidor que no aceptare una modificación contractual tendrá la opción de rescindir sin cargo el contrato. b) Cuando en contratos cuya duración sea superior a los SESENTA (60) días y se hubiere previsto la renovación automática, no establezcan la obligación del proveedor de notificar al consumidor con una antelación no inferior a SESENTA (60) días, los cargos por renovación u otros que, con carácter variable, se hallaren previstos en el contrato. Quedan exceptuados los contratos de depósitos a plazo fijo cualquiera fuera su duración. c) Autoricen al proveedor a rescindir sin causa el contrato, sin que medie incumplimiento del consumidor, excepto en relación con los celebrados por tiempo indeterminado, los cuales sólo podrán rescindirse sin causa, previa notificación al consumidor, cursada con una antelación no menor a SESENTA (60) días, salvo que las normas que regulen específicamente la actividad determinen un plazo distinto.d) Cuando por la naturaleza del servicio se encuentre prevista, accesoriamente, la contratación de un seguro y el proveedor no ofrezca al consumidor la posibilidad de elegir entre distintas compañías aseguradoras" Es dable señalar, que la denunciada acompaña a autos (fs. 117, 119, 121) los tres resúmenes en los que se le notificó al aumento de la comisión de mantenimiento. Ahora bien, del análisis de dichos resúmenes no se puede tener por cumplido el deber establecido en el art. 19 de la ley 24.240, ello así debido a que de acuerdo a lo establecido por el Anexo III de la resolución 9/2004 -transcripta precedentemente-, la misma dispone que se debe notificar al usuario "...con una antelación no inferior a SESENTA (60) días de la entrada en vigencia del cambio, y se prevea que el consumidor que no aceptare una modificación contractual tendrá la opción de rescindir sin cargo el contrato" (el destacado me pertenece). Así las cosas, si bien de las constancias obrantes en autos, surge el cumplimiento de informar con 60 día s de antelación, no le otorga al consumidor la opción de extinguir la relación contractual ante el incremento dispuesto sin cargo. De lo manifestado, se desprende que la entidad bancaria ha infringido la obligación establecida en el art. 19 al no haber respetado los términos, plazos, condiciones, modalidades, reservas y demás circunstancias conforme a los cuales habían sido ofrecidos, publicados o convenidos los servicios. 

13. Por otro lado, la falta de acreditación en autos de que las Reglamentaciones que presentara la recurrente, hayan sido las suscriptas por el denunciante, hace concluir que la modificación de la comisión de mantenimiento de la caja de ahorro, configure una infracción a lo establecido en el artículo 19 de la ley 24.240. Así las cosas, resulta oportuno recordar que el art.301 
 del CCAyT refiere que "Incumbe la carga de la prueba a la parte que afirme la existencia de un hecho controvertido o de un precepto jurídico que el tribunal no tenga el deber de conocer. Cada una de las partes tiene la carga de probar el presupuesto de hecho de la norma o normas que invocare como fundamento de su pretensión, defensa o excepción." En tal orden de ideas, en el presente caso corresponde remitirse a un principio básico en materia probatoria que es que todo aquel que alega un hecho tiene la carga de probarlo. Quedó entonces en cabeza del recurrente demostrar la ilegitimidad de la Disposición recurrida. Este onus probandi no supone ningún derecho del adversario, sino un imperativo del propio interés de cada litigante. Es una circunstancia del riesgo en que quien no prueba los hechos que debe demostrar pierde el pleito, si de ellos depende la suerte de la litis. Puede deshacerse de ésa, probando, es decir, acreditando la verdad de los hechos que hacen a la admisión de su derecho (conf. Fassi, Santiago C. y Maurino, Alberto L., Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, t. 3, Astrea, p. 415, comentario al art. 377 
). Por todo lo expuesto, se debe tener por configurada la infracción impuesta por la Administración al artículo 19 de la ley 24240, al modificar el costo del cargo por mantenimiento de cuenta con posterioridad a la fecha de la contratación, sin ninguna cláusula que habilitara tal modificación, por lo que debe rechazarse el agravio incoado en este aspecto por la recurrente. 

14. Asimismo, aclaró en su apelación que las comisiones por mantenimiento de cuenta como el cargo de la cuenta custodia habían sido sólo devengadas pero no percibidas por la entidad (v. fs. 4 vta.), ya que "... el cliente no tenía saldo en su caja de ahorros..." (v. fs.6). Ello tampoco es óbice para exonerar a la entidad bancaria de responsabilidad, teniendo en cuenta que se trata de infracciones formales donde la verificación de tales hechos hace nacer por sí la responsabilidad del infractor (conf. CNFed. CA, Sala II, Capesa SAICFIM c/ Sec. De Com. e Inv. - Disp. DNCI Nº 137/97, sentencia de fecha 18-12-1997). Cabe concluir que la Ley de Defensa del Consumidor sanciona las infracciones a las obligaciones por ella impuestas, incluso con prescindencia del daño sufrido al consumidor. Ello se traduce en que no se requiere la prueba ni existencia de daño alguno, bastando que se configure un formal incumplimiento. Por todo lo expuesto, ante el debito del cargo de custodia -a pesar de que el denunciante había renunciado a dicho servicio con fecha 2/01/2003, conforme surge de la nota enviada obrante a fs. 78 del expediente administrativo- se debe confirmar lo resuelto en este sentido por la Administración y rechazar el agravio incoado en este aspecto por la recurrente. 

15. Por último, se agravió por la multa impuesta, ya que consideró que no había sido objeto de graduación y que la Dirección se había limitado a transcribir y copiar jurisprudencia (v. fs. 7). A su vez, se quejó por haber sido declarada reincidente, ya que los expedientes mencionados por la Dirección -expresó- se encontraban prescriptos (v. fs. 8). Agregó, en este sentido, que la multa no estaba justificada, graduada ni motivada (v. fs. 8 vta./9 y vta.). 

15.1 En relación con los parámetros que se encuentran en la ley 757 relativos a la aplicación y graduación de las sanciones, cabe recordar que el art. 16 
 establece que: "[e]n la aplicación y graduación de las sanciones previstas en el artículo 15 se tendrá en cuenta: El perjuicio resultante de la infracción para el consumidor. La posición en el mercado del infractor. La cuantía del beneficio obtenido. El grado de intencionalidad.La gravedad de los riesgos, o de los perjuicios sociales derivados de la infracción y su generalización. La reincidencia y las demás circunstancias relevantes del hecho". Por otro lado, el artículo 47 de la ley 24240 prevé en cuanto aquí interesa, que "Verificada la existencia de la infracción, quienes la hayan cometido se harán pasibles de las siguientes sanciones: (.) b) multa de quinientos pesos ($500) a quinientos mil pesos ($500.000) hasta alcanzar el triple de la ganancia o beneficio ilegal obtenido por la infracción". Y a su vez, el art. 49 
 de la misma ley prescribe que: "[e]n la aplicación y graduación de las sanciones previstas en el art. 47 se tendrá en cuenta el perjuicio resultante de la infracción para el consumidor o usuario, la posición en el mercado del infractor, la cuantía del beneficio obtenido, el grado de intencionalidad, la gravedad de los riesgos, o de los perjuicio sociales derivados de la infracción y su generalización, la reincidencia y las demás circunstancias relevantes del hecho" (art. 49, primer párrafo). La Administración, a efectos de aplicar y graduar la multa, tuvo en cuenta el carácter de reincidente de la denunciada, en virtud de los expedientes Nº 63971/2000, 39428/2001 y 46422/2001. Más allá de lo que exprese la recurrente, lo cierto es que la disposición indicó con precisión los datos de los expedientes administrativos en los que se la ha sancionado anteriormente. Tales datos, hubiesen permitido al recurrente, sin mayor esfuerzo, conocer si los antecedentes fueron adecuadamente merituados y en su caso cuestionar tal proceder asumiendo la carga del ya mencionado art. 301 CCAyT. Por lo tanto, el presente planteo debe ser rechazado. 

15.2 Sentado ello, corresponde ahora evaluar en cuanto a si, efectivamente, la multa impuesta se encuentra ajustada a derecho, y si ha sido motivada.Adelanto mi postura por la afirmativa, en primer lugar porque se ha comprobado la infracción a la normativa ya señalada, y en segundo término porque la sanción impuesta por la suma de cinco mil pesos ($5000), no resulta en modo alguna arbitraria e irrazonable a la luz de la grave infracción cometida y según los topes legales establecidos para el quantum de la multa, se encuentra holgadamente dentro del rango del art. 47 ($500 a $500.000). Asimismo, debo mencionar que la Administración al fijar el criterio de graduación de la misma tuvo en cuenta, además del carácter de reincidente, las características del servicio, la posición en el mercado del infractor y los inconvenientes y perjuicios causados y el riesgo de generalización de este tipo de infracciones (v. fs. 156 vta.). 

Por todo lo expuesto, al encontrarse la multa dentro de los parámetros legales establecidos, entiendo que la misma debe ser confirmada. 

16. Establecido todo lo anterior, corresponde -sin más- confirmar la Disposición Nº 3470-DGDyPC-2008 de la Dirección General de Defensa y Protección al Consumidor. 

17. Las costas del presente, por no encontrar fundamentos suficientes que me aparten del principio objetivo de la derrota, serán impuestas a la recurrente vencida (art. 62 
 CCAyT). 

18. Los honorarios de la representación letrada del GCBA se regulan en la suma de pesos . pesos ($.). 

Por todo lo hasta aquí expuesto y en caso de que mi voto fuere compartido, propongo al acuerdo: 

I. Confirmar en todas sus partes la disposición recurrida. 

II. Imponer las costas a la vencida (art. 62 CCAyT). 

III. Regular los honorarios de la representación letrada del GCBA en la suma de . pesos ($.). 

En este sentido, dejo expresado mi voto. 

El Dr. Esteban Centanaro por los fundamentos expuestos por la Dra. Mable Daniele, adhiere a su voto. 

Por lo antedicho, este Tribunal por unanimidad RESUELVE: 

I. Confirmar en todas sus partes la disposición recurrida. 

II. Imponer las costas a la vencida (art. 62 CCAyT). 

III. Regular los honorarios de la representación letrada del GCBA en la suma de quinientos pesos ($500). Regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase.- 

Firmantes: 

Dr. Esteban Centanaro; 

Dra. Nélida M. Daniele
